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Monterrey, Nuevo León, a treinta y uno de julio de dos mil veintiuno.  

Sentencia definitiva que modifica la resolución dictada por el Tribunal Estatal 

Electoral de Nuevo León en el expediente JI/140/2021, al considerarse que si 

bien: a) El Tribunal Local correctamente determinó que no se actualizaban las 

causales de nulidad de votación establecidas en las fracciones IV y VI, del 

artículo 329, de la Ley Electoral para el Estado de Nuevo León; y b) El Tribunal 

Local sí se pronunció sobre el argumento relativo a que MORENA se 

encontraba subrepresentado, cumpliendo con el principio de exhaustividad 

previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; sin 

embargo, c) La autoridad responsable debió estudiar la causal de error o dolo, 

porque el impugnante sí cuestionó, por vicios propios, la subsistencia de 

errores aritméticos derivados del resultado del recuento y, por tanto, fue 

indebido calificar de inoperante su alegato.
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Comisión Estatal: Comisión Estatal Electoral Nuevo León

LEGIPE: Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales

Ley Electoral Local: Ley Electoral para el Estado de Nuevo León

Tribunal Local: Tribunal Electoral del Estado de Nuevo León

1. ANTECEDENTES DEL CASO 

Las fechas que se citan corresponden a dos mil veintiuno, salvo distinta 

precisión.

1.1. Jornada Electoral. El seis de junio se llevó a cabo la jornada electoral 

para elegir, entre otros, la correspondiente al décimo sexto distrito electoral del 

Estado de Nuevo León.

1.2. Sesión de cómputo. El once de junio, la Comisión Estatal inició la sesión 

de cómputo total de la elección de diputaciones al H. Congreso del Estado de 

Nuevo León, por lo que corresponde al décimo sexto distrito electoral del 

Estado de Nuevo León, arrojó el siguiente resultado:
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27,430 12,813 14,193 13,771 597 489 326 21 1,257

Al término de la sesión emitió la declaración de validez de las elecciones de 

diputaciones en las fórmulas por el principio de mayoría relativa y de 

representación proporcional.

1.3. Medio de impugnación local. Inconforme con lo anterior, el dieciocho de 

junio, Ramiro Roberto González Gutiérrez entonces candidato propietario a la 

diputación local del décimo sexto distrito local en Nuevo León, postulado por 

la Coalición “Juntos Haremos Historia por Nuevo León”, interpuso un juicio de 

inconformidad local.

1.4. Sentencia impugnada. El Tribunal Local mediante fallo de fecha quince 

de julio, confirmó en lo que fue materia de impugnación los resultados 

consignados en el acta de cómputo de la elección de diputaciones locales del 

décimo sexto distrito electoral del Estado de Nuevo León, la declaración de 
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validez de la elección y, en consecuencia, el otorgamiento de la constancia de 

mayoría y validez respectivas, al no acreditarse las causales de nulidad de 

votación recibida en casillas, por lo que no había lugar a realizar un nuevo 

cálculo respecto de la integración de diputaciones por el principio de 

representación proporcional.

1.5. Juicio federal. En desacuerdo con lo anterior, Ramiro Roberto González 

Gutiérrez promovió el juicio ciudadano que se resuelve. 

2. COMPETENCIA 

Esta Sala Regional es competente para conocer y resolver el presente juicio, 

ya que se combate una determinación emitida por el Tribunal Local 

relacionada con la renovación del H. Congreso del Estado de Nuevo León, 

entidad federativa que se ubica dentro de la circunscripción plurinominal 

electoral en la que este órgano jurisdiccional ejerce jurisdicción.

Lo anterior, de conformidad con los artículos 176, fracción IV, inciso b), de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; y 83, párrafo 1, inciso b), 

fracción III, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral. 

3. PROCEDENCIA

El juicio ciudadano resulta procedente al reunir los requisitos previstos en los 

artículos 8, 9, párrafo 1, 13, párrafo 1, inciso b), 79 y 80, de la Ley General del 

Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, tal y como se precisó 

en el correspondiente acuerdo de admisión, mismo que se encuentra visible 

en los autos del respectivo expediente.

4. ESTUDIO DE FONDO 

4.1. Materia de la controversia. 

Antecedentes relevantes al caso y acto impugnado

El pasado dieciocho de junio, Ramiro Roberto González Gutiérrez entonces 

candidato propietario a la diputación local del décimo sexto distrito local en 

Nuevo León, postulado por la Coalición “Juntos Haremos Historia por Nuevo 

León”, interpuso juicio de inconformidad en contra de los resultados del 

cómputo distrital, la declaración de validez y la entrega de la constancia de 

mayoría, relacionada con la elección de la diputación referida.
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En su demanda, entre otros argumentos, señaló en la parte que interesa lo 

siguiente:

1. Que se actualizaba la causal de nulidad de votación establecida en la 

fracción IV, del artículo 329, la Ley Electoral Local, por lo que 

correspondía a las casillas 68-C9 y 70-C8, pues se desempeñaron 

como funcionarios de casilla Arturo Alejandro Martínez Luna y Rogelio 

Lara Jiménez, mismos que eran representantes de partidos políticos.

2. Que en la casilla 72-C1 se recibió la votación en fecha distinta, lo cual 

tuvo un impacto en el número de personas que votaron.

3. Que existió error o dolo en el cómputo de los votos relacionados con las 

casillas 101-C7 y 2189-B, mismo que subsistió incluso después de 

realizado el recuento.

4. Que se hizo un indebido cálculo del porcentaje de subrepresentación, 

toda vez que el partido MORENA le correspondía una diputación a 

manera de compensación constitucional; además, de solicitar en vía de 

consecuencia, la recomposición de asignaciones de diputaciones de 

representación proporcional, con motivo de las casillas que impugna.

Sentencia impugnada. El Tribunal Local mediante resolución de fecha quince 

de julio, confirmó en lo que fue materia de impugnación los resultados 

consignados en el acta de cómputo de la elección de diputaciones locales del 

décimo sexto distrito electoral del Estado de Nuevo León, la declaración de 

validez de la elección y, en consecuencia, el otorgamiento de la constancia de 

mayoría y validez respectivas, al no acreditarse las causales de nulidad de 

votación recibida en casillas, por lo que no había lugar a realizar un nuevo 

cálculo respecto de la integración de diputaciones por el principio de 

representación proporcional.

En cuanto a los argumentos del promovente anteriormente precisados, el 

Tribunal Local en esencia señaló lo siguiente:

a) En cuanto al argumento relativo a que en las casillas 68-C9 y 70-C8, se 

desempeñaron como funcionarios de casilla representantes de partidos 

políticos, resolvió que no le asistía la razón al promovente, pues no 

aportó documental alguna con la cual acreditara que las personas que 

señalaba fueran representantes de partidos políticos.

b) Por lo que toca al argumento de que en la casilla 72-C1 se recibió la 

votación en fecha distinta, la estudió en la causal de impedir sin causa 
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justificada el ejercicio del derecho del voto a los ciudadanos (artículo 

329, fracción VI, de la Ley Electoral Local), determinando que no se 

actualizaba la misma en atención a que la instalación y apertura tardía 

de la casilla se encontraba justificada, dado que no se presentaron 

todas las personas que fueron designadas como funcionarios de casilla.

c) Que resultaba inoperante el argumento relativo a error o dolo invocado 

por lo que correspondía a las casillas 101-C7 y 2189-B, pues fueron 

motivo de recuento, sin que precisara cuales fueron las irregularidades 

o los rubros en que se advertían inconsistencias, agregando que las 

inconsistencias originalmente impugnadas se sustituyeron con motivo 

de un nuevo escrutinio y cómputo.

d) Respecto al argumento relativo a que MORENA se encontraba 

subrepresentado, precisó que resultaba inatendible su estudio, pues 

realizar un análisis de la subrepresentación de algún partido político sin 

resolver los diversos juicios de inconformidad no era jurídicamente 

posible, habida cuenta que se impediría considerar la numeraria 

correcta y completa de votación válida para el ejercicio y asignación de 

curules por el principio de representación proporcional. 

Pretensión y planteamiento. Inconforme con lo anteriormente resuelto 

Ramiro Roberto González Gutiérrez, pretende se revoque la sentencia 

impugnada.

Para sustentar su pretensión, en esencia alega lo siguiente:

i. Que indebidamente se analizó la causal de nulidad de votación 

establecida en la fracción IV, del artículo 329, la Ley Electoral Local, por 

lo que correspondía a las casillas 68-C9 y 70-C8, pues incorrectamente 

el Tribunal Local sostuvo que no se aportaron elementos de prueba.

Que Arturo Alejandro Martínez Luna fue designado como representante 

partidista suplente en la casilla 68-C8 y Rogelio Lara Jiménez como 

representante propietario en la casilla 70-C1. 

ii. Que el Tribunal Local hizo un estudio indebido de la causal planteada 

en relación con la casilla 72-C1, esencialmente, porque se quejó de que 

en día de la jornada electiva se recibió la votación en fecha distinta a la 

señalada para la celebración de la elección (artículo 329, fracción III, de 

la Ley Electoral Local), sin embargo, se estudió la diversa causal de 
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impedir sin causa justificada el ejercicio del derecho del voto a los 

ciudadanos (artículo 329, fracción VI, de la Ley Electoral Local).

Que al encontrarse acreditada la irregularidad relativa a que en la casilla 

se comenzó a recibir la votación hasta las 10:00 horas, dos horas 

después de lo previsto en la ley, debía analizarse directamente si dicha 

irregularidad era determinante. 

iii. Por cuanto hace a la causal de error o dolo, señala que el Tribunal Local 

debió estudiarle en relación con las casillas 101-C7 y 2189-B, porque sí 

cuestionó, por vicios propios, la subsistencia de errores aritméticos 

derivados del resultado del recuento y, por tanto, fue indebido calificar 

de inoperante su alegato.

iv. Que se violó el principio de exhaustividad, pues no hubo un 

pronunciamiento en cuanto a su argumento relativo a que MORENA se 

encontraba subrepresentado.

Cuestión a resolver. Con base en lo anterior, en la presente sentencia se 

analizará lo siguiente:

a) Si el Tribunal Local se pronunció correctamente sobre las causales de 

nulidad de votación invocadas en relación con las casillas 68-C9 y 70-

C8 (causal IV); 72-C1 (causal VI); y 101-C7 y 2189-B (causal IX).

b) Si existió un pronunciamiento en cuanto al argumento del hoy actor en 

el sentido de que MORENA se encontraba subrepresentado.

4.2. Decisiones

Esta Sala Regional estima que debe modificarse, en lo que fue materia de 

impugnación la resolución controvertida, en atención a que:

1. El Tribunal Local correctamente determinó que no se actualizaba la 

causal de nulidad de votación establecida en la fracción IV, del artículo 

329, la Ley Electoral Local, por lo que correspondía a las casillas 68-C9 

y 70-C8, pues el actor no acreditó que las personas que señalaba fueran 

representantes partidistas.

2. El análisis de la causal VI del artículo 329, de la Ley Electoral Local, 

respecto a la casilla 72-C1, se encuentra ajustado a derecho, sin que el 

promovente controvierta las razones por las cuales se consideró 

justificado el retraso de la instalación de la casilla.
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3. El Tribunal Local debió estudiar la causal de error o dolo, porque el 

impugnante sí cuestionó, por vicios propios, la subsistencia de errores 

aritméticos derivados del resultado del recuento y, por tanto, fue 

indebido calificar de inoperante su alegato.

4. El Tribunal Local sí se pronunció sobre el argumento relativo a que 

MORENA se encontraba subrepresentado, cumpliendo con el principio 

de exhaustividad previsto en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos.

4.3. Justificación de las decisiones

4.3.1. El Tribunal Local correctamente determinó que no se actualizaba la 
causal de nulidad de votación establecida en la fracción IV, del artículo 
329, la Ley Electoral Local, por lo que correspondía a las casillas 68-C9 y 
70-C8, pues el actor no acreditó que las personas que señalaba fueran 
representantes partidistas

 Marco normativo causal IV), del artículo 329, de la Ley Electoral 
Local: Recibir la votación personas y órganos distintos a los 
facultados por esta Ley, excepto en el supuesto de convenio con 
el Instituto Nacional Electoral respecto del procedimiento electoral 
y la recepción del voto, en cuyo caso se considerarán válidas las 
personas y órganos designados en los términos acordados.

En la integración de las casillas en procedimientos electorales concurrentes 

(tal y como lo es en el caso en concreto) se realiza en términos de lo dispuesto 

en el numeral 274 de la LEGIPE.1

De acuerdo con la LEGIPE, al día de la jornada comicial existen ciudadanos 

que han sido previamente insaculados y capacitados por la autoridad, para 

que actúen como funcionarios de las mesas directivas de casilla, 

desempeñando labores específicas.2 Tomando en cuenta que los ciudadanos 

originalmente designados no siempre se presentan a desempeñar tales 

labores, la ley prevé un procedimiento de sustitución de los ausentes cuando 

la casilla no se haya instalado oportunamente.3

Al respecto, el artículo 329, fracción IV, de la Ley Electoral Local contempla 

como causa de nulidad que la votación la reciban personas u órganos distintos 

1 Véase artículo 253 de la LEGIPE. 
2 Artículos 253 y 254 de la LEGIPE.
3 Artículo 274 de la LEGIPE.
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a los legalmente autorizados, con el fin de proteger la legalidad, certeza e 

imparcialidad en la captación y contabilización de los sufragios.

Ahora bien, dado que los trabajos en una casilla electoral son llevados a cabo 

por ciudadanos que no se dedican profesionalmente a esas labores, es de 

esperarse que se cometan errores no sustanciales que evidentemente no 

justificarían dejar sin efectos los votos ahí recibidos. Por ello, se requiere que 

la irregularidad respectiva sea grave y determinante, esto es, de tal magnitud 

que ponga en duda la autenticidad de los resultados.

Por tanto, si bien la LEGIPE prevé una serie de formalidades para la 

integración de las mesas directivas de casilla, este tribunal ha sostenido que 

no procede la nulidad de la votación, en los casos siguientes:

- Cuando se omite asentar en el acta de jornada electoral la causa que 

motivó la sustitución de funcionarios de casilla, pues tal deficiencia no 

implica que se hayan violado las reglas de integración de la mesa 

receptora, ya que esto únicamente se acreditaría a través de los 

elementos de prueba que así lo demostraran o de las manifestaciones 

expresas en ese sentido que se obtuvieran del resto de la 

documentación generada.4

- Cuando los ciudadanos originalmente designados intercambien sus 

puestos, desempeñando funciones distintas a las que inicialmente les 

fueron encomendadas.5

- Cuando las ausencias de los funcionarios propietarios son cubiertas por 

los suplentes sin seguir el orden de prelación fijado en la ley; ello, 

porque en tales casos la votación habría sido recibida por personas que 

fueron debidamente insaculadas, designadas y capacitadas por el 

consejo distrital respectivo.6

- Cuando la votación es recibida por personas que, si bien no fueron 

originalmente designadas para esa tarea, están inscritas en el listado 

nominal de la sección correspondiente a esa casilla.

4 Al respecto, véanse las sentencias de los juicios de revisión constitucional electoral: SUP-
JRC-266/2006 y SUP-JRC-267/2006.
5 Véase, a manera de ejemplo, la sentencia dictada dentro del expediente SUP-JIN-181/2012.
6 Véase, a manera de ejemplo, la sentencia dictada dentro del expediente SUP-JIN-181/2012. 
Asimismo, véase la Jurisprudencia 14/2002, de rubro: “SUSTITUCIÓN DE FUNCIONARIOS 
PROPIETARIOS DE CASILLA POR LOS SUPLENTES GENERALES PREVIAMENTE 
DESIGNADOS POR LA COMISIÓN MUNICIPAL. CUANDO NO CONSTITUYE CAUSAL DE 
NULIDAD (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ-LLAVE Y SIMILARES)”. Publicada 
en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Suplemento 6, Año 2003, páginas 68 y 69.
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- Cuando faltan las firmas de funcionarios en alguna de las actas, pues 

la ausencia de rúbricas no implica necesariamente que las personas 

hayan estado ausentes, sino que debe analizarse el resto del material 

probatorio para arribar a una conclusión de tal naturaleza; tal como se 

explica enseguida.

Para verificar qué individuos actuaron como integrantes de la mesa 

receptora, es necesario examinar los rubros en que se asientan los 

cargos, nombres y firmas de los funcionarios, mismos que aparecen en 

las actas de jornada electoral y de escrutinio y cómputo, en las 

secciones de “instalación de casilla”, “cierre de la votación” y “escrutinio 

o cómputo”; o bien de los datos que se obtienen de las hojas de 

incidentes o de la constancia de clausura.

Este tribunal ha considerado que basta con que se encuentre firmado 

cualquiera de esos apartados para concluir que sí estuvieron presentes 

los funcionarios actuantes.7

Ello es así, pues tales documentos deben considerarse como un todo 

que incluye subdivisiones de las diferentes etapas de la jornada 

electoral, por lo que la ausencia de firma en alguno de los referidos 

rubros se podría deber a una simple omisión del funcionario que, por sí 

sola, no puede dar lugar a la nulidad de la votación recibida en casilla, 

máxime si en los demás apartados de la propia acta o en otras 

constancias levantadas en casilla, aparece el nombre y la firma de dicha 

persona.

Incluso, tratándose del acta de escrutinio y cómputo, se ha señalado 

que la ausencia de las firmas de todos los funcionarios que integran la 

casilla no priva de eficacia la votación, siempre y cuando existan otros 

documentos que se encuentren rubricados, pues a través de ellos se 

evita la presunción humana (de ausencia) que pudiera derivarse con 

motivo de la falta de firmas.8

7 Jurisprudencia 17/2002, de rubro: “ACTA DE JORNADA ELECTORAL. LA OMISIÓN DE 
FIRMA DE FUNCIONARIOS DE CASILLA NO IMPLICA NECESARIAMENTE SU 
AUSENCIA”. Publicada en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación, Suplemento 6, Año 2003, páginas 7 y 8.
8 Véase la sentencia del juicio de revisión constitucional electoral SUP-JRC-367/2006. 
Asimismo, la tesis XLIII/98, de rubro: “INEXISTENCIA DE ACTAS DE ESCRUTINIO Y 
CÓMPUTO. NO SE PRODUCE POR LA FALTA DE FIRMA DE LOS INTEGRANTES DE LA 
MESA DIRECTIVA DE CASILLA (LEGISLACIÓN DE DURANGO)”. Publicada en: Justicia 
Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 2, 
Año 1998, página 53. 
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 Cuando los nombres de los funcionarios se apuntaron en los 

documentos de forma imprecisa, esto es, cuando el orden de los 

nombres o de los apellidos se invierte, o son escritos con diferente 

ortografía, o falta alguno de los nombres o de los apellidos; toda vez 

que ello supone un error del secretario, quien es el encargado de llenar 

las actas; además de que es usual que las personas con más de un 

nombre utilicen en su vida cotidiana solo uno de ellos.9 

 Cuando la mesa directiva no cuente con la totalidad de sus integrantes, 

siempre y cuando pueda considerarse que, atendiendo a los principios 

de división del trabajo, de jerarquización y de conservación de los actos 

públicos válidamente celebrados, no se afectó de manera grave el 

desarrollo de las tareas de recepción, escrutinio y cómputo de la 

votación. Bajo este criterio, se ha estimado que en una mesa directiva 

integrada por cuatro ciudadanos (un presidente, un secretario y dos 

escrutadores) o por seis (un presidente, dos secretarios y tres 

escrutadores), la ausencia de uno de ellos10 o de todos los 

escrutadores11 no genera la nulidad de la votación recibida.

Con base en lo anterior, solamente deberá anularse la votación recibida en 
casilla, cuando se presente alguna de las hipótesis siguientes:

- Cuando se acredite que una persona actuó como funcionario de la mesa 

receptora sin pertenecer a la sección electoral de la casilla 

respectiva,12 en contravención a lo dispuesto en el artículo 83, párrafo 

1, inciso a), de la LEGIPE.

- Cuando el número de integrantes ausentes de la mesa directiva haya 

implicado, dadas las circunstancias particulares del caso, multiplicar 

excesivamente las funciones del resto de los funcionarios, a tal grado 

9 Véanse las sentencias de la Sala Superior de los juicios SUP-JIN-39/2012 Y ACUMULADO 
SUP-JIN-43/2012; SUP-JRC-456/2007 Y SUP-JRC-457/2007; y SUP-JIN-252/2006.
10 Véase la Tesis XXIII/2001, de rubro: “FUNCIONARIOS DE CASILLA. LA FALTA DEL 
PRESIDENTE, DE UNO O DOS ESCRUTADORES, PROVOCA SITUACIONES DISTINTAS 
RESPECTO A LA VALIDEZ DE LA VOTACIÓN”, consultable en Justicia Electoral. Revista del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 5, Año 2002, páginas 75 y 
76.
11 Véase la Jurisprudencia 44/2016, de rubro: “MESA DIRECTIVA DE CASILLA. ES VÁLIDA 
SU INTEGRACIÓN SIN ESCRUTADORES”, consultable en Gaceta de Jurisprudencia y Tesis 
en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 9, Número 
19, 2016, páginas 24 y 25.
12 Jurisprudencia 13/2002, de rubro: “RECEPCIÓN DE LA VOTACIÓN POR PERSONAS U 
ORGANISMOS DISTINTOS A LOS LEGALMENTE FACULTADOS. LA INTEGRACIÓN DE LA 
MESA DIRECTIVA DE CASILLA CON UNA PERSONA NO DESIGNADA NI 
PERTENECIENTE A LA SECCIÓN ELECTORAL, ACTUALIZA LA CAUSAL DE NULIDAD DE 
VOTACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR Y SIMILARES)”. 
Publicada en: Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, Suplemento 6, Año 2003, páginas 62 y 63. 

http://10.10.15.15/siscon/gateway.dll/nJurisprudenciayTesis/nVigentesTercerayCuartaEpoca/compilaci%25C3%25B3n.htm?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=$uq=$x=$up=1#XXIII/2001
http://10.10.15.15/siscon/gateway.dll/nJurisprudenciayTesis/nVigentesTercerayCuartaEpoca/compilaci%25C3%25B3n.htm?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=$uq=$x=$up=1#XXIII/2001
http://10.10.15.15/siscon/gateway.dll/nJurisprudenciayTesis/nVigentesTercerayCuartaEpoca/compilaci%25C3%25B3n.htm?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=$uq=$x=$up=1#XXIII/2001
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que se haya ocasionado una merma en la eficiencia de su desempeño 

y de la vigilancia que corresponde a sus labores.

- Cuando con motivo de una sustitución, se habilita a representantes de 

partidos o candidatos independientes.13

 Caso concreto

En la instancia local el actor argumentó que en las casillas 68-C9 y 70-C8, se 

desempeñaron como funcionarios de casilla Arturo Alejandro Martínez Luna y 

Rogelio Lara Jiménez, mismos que eran representantes de partidos políticos.

El Tribunal Local en esencia resolvió que no le asistía la razón al promovente, 

pues no aportó documental alguna con la cual acreditara que las personas que 

señalaba fueran representantes de partidos políticos.

Esta Sala Regional coincide con lo resuelto por el Tribunal Local, pues no se 

acreditó en la instancia local que los ciudadanos Arturo Alejandro Martínez 

Luna (68-C9) y Rogelio Lara Jiménez (70-C8), fueran representante de los 
partidos políticos o candidatos independientes, pues no aportó documento 

alguno para acreditar su dicho.

Por lo tanto, tomando en consideración el principio de que todo aquel que 

afirma está obligado a probar y el que niega no está obligado a probar, sino en 

los casos en que su negación envuelva afirmación expresa de un hecho, 

mismo que se encuentra previsto en la normativa local electoral, en específico 

en el artículo 310, párrafo 3, de la Ley Electoral Local,14 y que en el caso en 

concreto no se acreditó que los ciudadanos Arturo Alejandro Martínez Luna y 

Rogelio Lara Jiménez, se encontraran habilitados como representantes de 

partidos o candidatos independientes, se encuentra apegada a derecho la 

determinación controvertida.

Cabe señalar que no se pierde de vista que el actor señala que el Tribunal 

Local precisó que no se habían aportado elementos de prueba, pero contrario 

a lo resuelto, si ofreció las actas de jornada y de escrutinio y cómputo, no 

obstante, con las referidas documentales como fue resuelto no se acredita que 

Arturo Alejandro Martínez Luna y Rogelio Lara Jiménez, fuesen 

13 Artículo 274, párrafo 3 de la LEGIPE.
14 Artículo 310. …
El que afirma está obligado a probar. También lo estará el que niega, cuando su negación 
envuelve la afirmación expresa de un hecho.
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representantes partidistas y actuaron indebidamente como funcionarios 
de casilla, sino que en todo caso fungieron como funcionarios.

Por otro lado, en cuanto a lo manifestado por el accionante en el sentido de 

que el Tribunal Local no acreditó que hubiese requerido al Instituto Nacional 

Electoral para que informara qué representantes de partido político se 

encontraban autorizados en las casillas 68-C9 y 70-C8, dicho argumento se 

considera ineficaz, ya que por un lado, de las constancias que obran en los 

autos que integran el juicio primigenio se observa que mediante auto de dos 

de julio, la responsable requirió a la autoridad electoral para que informara qué 

representantes de partido político se encontraban autorizados en las casillas 

68-C9 y 70-C8; y por el otro, el obligado acreditar que se actualizaba la causal 

en comento era el propio actor.

Finalmente, en cuanto a la manifestación del promovente en el sentido de que 

Arturo Alejandro Martínez Luna fue designado como representante partidista 

suplente en la casilla 68-C8 y Rogelio Lara Jiménez como representante 

propietario en la casilla 70-C1, lo cual pretende acreditar con una imagen que 

inserta a su demanda; dicho argumento se considera ineficaz, pues el 
promovente no puede mejorar su agravio, esto es así, ya que en la instancia 

local se limitó a precisar que las casillas 68-C9 y 70-C8, fungieron como 

funcionarios los referidos ciudadanos mismos que eran representantes de 

partidos políticos, y en la presente instancia, manifiesta que las multicitadas 

personas habían sido designadas como representantes partidistas en las 

casillas 68-C8 y 70-C1, respectivamente, por lo que no es válido que el 

accionante precise que indebidamente el Tribunal Local analizó su causal de 

nulidad de votación.

Reiterándose que, subsiste el hecho de que el hoy actor no acreditó su 
afirmación, pues no aportó documental alguna con la cual acreditara que las 

personas que señalaba fueran representantes de partidos políticos, a lo cual 

estaba obligada conforme a lo establecido en el numeral 310, párrafo 3, de la 

Ley Electoral Local.

Cabe señalar que, el deber de acreditar que los funcionarios son 

representantes atiende al hecho de que el actor estaba en posibilidad de 

hacerlo desde la instancia local y que es ante esta Sala cuando, por vez 

primera, identifica no sólo en qué casillas están reconocidos, sino que para 

corroborarlo acompaña a su demanda imagen o captura de pantalla de su 

registro ante el Instituto Nacional Electoral, lo cual pudo presentar en el juicio 
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de origen para demostrar la causa de nulidad que hizo valer, sin que se 

advierta indicara que no estaba a su alcance desde un inicio y que, con 

posterioridad, tuvo acceso a ella.

4.3.2. El análisis de la causal VI del artículo 329, de la Ley Electoral Local, 
respecto a la casilla 72-C1, se encuentra ajustado a derecho sin que el 
promovente controvierta las razones por las cuales se consideró 
justificado el retraso de la instalación de la casilla

 Marco normativo causal VI), del artículo 329, de la Ley Electoral 
Local: Impedir sin causa justificada el ejercicio del derecho del 
voto a los ciudadanos y esto sea determinante para el resultado de 
la votación

El artículo 329, fracción VI, de la Ley Electoral Local establece que la votación 

recibida en una casilla será nula cuando se acrediten fehacientemente que:

a) Se impidió el ejercicio del voto activo a ciudadanos que tenían derecho 
a emitirlo.

b) No hubo causa justificada para ello.

c) Tal irregularidad fue determinante para el resultado de la casilla.

Idealmente, la recepción de la votación inicia a las ocho horas del día de la 

elección.15 

Sin embargo, es común que se retrase, cuando suceden acontecimientos que 

dificultan la instalación de la casilla en el lugar previsto -que incluso pueden 

provocar la reubicación de la casilla- o bien cuando las personas originalmente 

designadas como funcionarios de la mesa directiva llegan tarde al lugar o 

simplemente no se presentan, por mencionar algunos ejemplos.

Al respecto, la Sala Superior ha sostenido que “el hecho de que la instalación 

ocurra más tarde, retrasando así la recepción del voto, es insuficiente, por sí 

mismo, para considerar que se impidió votar a los electores y actualizar la 

causa de nulidad respectiva, ya que una vez iniciada dicha recepción se 

encuentra en posibilidad de ejercer su derecho a votar”.16

15 Artículo 208, párrafo 2, de la LEGIPE, en relación con el artículo 91 de la Ley Electoral Local.
16 Tesis LXVII/2016, de rubro: “DERECHO A VOTAR. LA INSTALACIÓN DE LA MESA 
DIRECTIVA DE CASILLA POSTERIOR A LA HORA LEGALMENTE PREVISTA, NO IMPIDE 
SU EJERCICIO”, consultable en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 9, Número 18, 2016, páginas 78 y 
79.
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Entonces, no basta que la recepción del voto haya iniciado después de las 

ocho horas, sino que debe demostrarse, además, que el retraso fue 

injustificado.17 De lo contrario, es decir, cuando en las constancias no se 

advierta alguna irregularidad relacionada con la hora en que se instaló la 

casilla, se presumirá que una causa justificada ocasionó el retraso.18

De similar manera, cuando se alegue que la votación se suspendió o finalizó 

su recepción antes de las dieciocho horas, deberá verificarse en las 

constancias si existió una causa justificada para ello.

En todos los casos anteriores inicio tardío, suspensión y cierre anticipado de 

la -votación- para que se actualice la causa de nulidad en comento, no basta 

que se haya impedido la recepción de la votación de manera injustificada, ya 

que es necesario que la irregularidad haya sido determinante, lo cual se 

considerará en los escenarios siguientes:

a) Cuando el número de personas a las que se les impidió votar 

injustificadamente sea igual o mayor a la diferencia de votos que exista 

entre las candidaturas que ocuparon el primer y segundo lugar en la 

casilla, o bien

b) Cuando no sea posible identificar dicho número, deberá compararse la 

votación recibida en la casilla con la media aritmética del distrito o 

municipio al que pertenece, a efecto de determinar si la anomalía 

realmente pudo haber incidido en una disminución en el número de 

votantes.19

 Caso concreto

El impugnante alega que en la instancia local se hizo un estudio indebido de 

la causal, esencialmente, porque se quejó de que en día de la jornada electiva 

se recibió la votación en fecha distinta a la señalada para la celebración de la 

elección (artículo 329, fracción III, de la Ley Electoral Local), sin embargo, el 

Tribunal Local estudió la diversa causal de impedir sin causa justificada el 

17 Véase la tesis CXXIV/2002, de rubro: “RECEPCIÓN DE LA VOTACIÓN. LOS ACTOS DE 
INSTALACIÓN DE LA CASILLA PUEDEN JUSTIFICAR, EN PRINCIPIO, EL RETRASO EN 
SU INICIO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE DURANGO)”, consultable en Justicia Electoral. 
Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 6, Año 2003, 
páginas 185 y 186.
18 Véase la sentencia recaída al juicio de inconformidad SUP-JIN-158/2012.
19 Véase la jurisprudencia 6/2001, de rubro: “CIERRE ANTICIPADO DE CASILLA. NO 
NECESARIAMENTE CONSTITUYE CAUSA DE NULIDAD DE SU VOTACIÓN”, consultable 
en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Suplemento 5, Año 2002, páginas 9 y 10.
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ejercicio del derecho del voto a los ciudadanos (artículo 329, fracción VI, de la 

Ley Electoral Local). 

El argumento es ineficaz, porque, fue correcto lo considerado por el Tribunal 

Local, en cuanto a que no se demostró la causal de impedir sin causa 

justificada el ejercicio del derecho del voto a los ciudadanos, pues, finalmente, 

se analizó el hecho referente a si la recepción de la votación en un horario 

distinto al que establece la ley, por apertura tardía, actualizó algún 

impedimento indebido para ejercer el voto, y se concluyó que, en el caso, el 
retraso estuvo justificado (pues no se presentaron todas las personas que 

fueron designadas como funcionarios de casilla), lo cual debe quedar firme, 

porque las razones dadas para sustentar esa decisión no se controvierten ante 

esta instancia constitucional, con independencia de la causal concretamente 

analizada en la instancia local.

Cabe señalar que no se pierde de vista que el actor argumenta que al 

actualizarse la irregularidad relativa a que en la casilla 72-C1, se comenzó a 

recibir la votación hasta las 10:00 horas, dos horas después de lo previsto en 

la ley, debía analizarse directamente si dicha irregularidad era determinante.

A lo cual no le asiste la razón, pues como se precisó en el marco normativo 

de la causal no basta que la recepción del voto haya iniciado después de las 

ocho horas, sino que debe demostrarse, además, que el retraso fue 
injustificado, situación que no fue acreditada ni en la instancia local, ni en la 

presente instancia federal.

Destacándose que el análisis de la causal VI, del artículo 329, de la Ley 

Electoral Local, respecto a la casilla 72-C1, se encuentra ajustado a derecho, 

pues resultaba innecesario que el Tribunal Local analizara el elemento de la 

determinancia, debido a que el retardo fue justificado.

4.3.3. El Tribunal Local debió estudiar la causal de error o dolo, porque el 
impugnante sí cuestionó, por vicios propios, la subsistencia de errores 
aritméticos derivados del resultado del recuento y, por tanto, fue 
indebido calificar de inoperante su alegato

 Marco normativo causal IX), del artículo 329, de la Ley Electoral 
Local: Haber mediado dolo o error en el escrutinio y cómputo de 
los votos y siempre que ello sea determinante para el resultado de 
la votación
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En términos de lo previsto en el artículo 329, fracción IX, de la Ley Electoral 

Local, la votación recibida en una casilla será nula cuando se acrediten los 

supuestos siguientes:

a) Dolo o error en la computación de los votos.

b) La irregularidad sea determinante.

Respecto al primer elemento, se requiere que se acredite el dolo o error en 

el cómputo de la votación por inconsistencias relativas a los rubros del acta de 

escrutinio y cómputo en los que se reflejan los "votos" emitidos durante la 

jornada electoral. Lo anterior pues, ordinariamente, el número de electores que 

acude a sufragar en una casilla debe coincidir con los votos ahí emitidos —

reflejados en el resultado respectivo— y con el número de votos extraídos de 

la urna.

Para ello, es necesario distinguir entre:

a) RUBROS FUNDAMENTALES. Son aquellos que reflejan votos que fueron 

ejercidos:

i. Total de ciudadanos que votaron conforme a la lista 
nominal: incluye a las personas que votaron y que se 

encontraban en la lista nominal de electores de la casilla, o 

bien que presentaron una sentencia de este tribunal que les 

permitió sufragar, así como a los representantes de los 

partidos políticos o candidaturas independientes que votaron 

en la casilla sin estar en el referido listado nominal.

ii. Boletas extraídas de la urna: son los votos sacados de la 

urna por los funcionarios de casilla –al final de la recepción 

de la votación–, en presencia de los representantes 

partidistas.

iii. Resultados de la votación: son la suma de los votos 

obtenidos por todas las opciones políticas contendientes, los 

votos nulos y los candidatos no registrados.

b) RUBROS ACCESORIOS. Son los que consignan otro tipo de 

información, por ejemplo: boletas recibidas por los funcionarios de 

casilla antes de la instalación y boletas sobrantes e inutilizadas al 

final de la jornada.
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Por ello, de acuerdo con lo que ha sostenido la Sala Superior,20 para que la 

autoridad jurisdiccional pueda pronunciarse sobre un planteamiento relativo a 

la causal en comento, es necesario que el promovente identifique los rubros 

fundamentales21 en los que afirma existen discrepancias, y que a través de su 

confronta, hacen evidente el error en el cómputo de la votación.

Así, por ejemplo, “las discrepancias entre el número de personas que votaron 

conforme a la lista nominal con cualquiera de los otros datos fundamentales, 

cuando alguno de éstos, o los dos, resulte mayor que la primera, se considera 

generalmente error grave, porque permite presumir que el escrutinio y 

cómputo no se llevó a cabo adecuadamente con transparencia y certeza”. Por 

el contrario, “si el número de ciudadanos que votó conforme a la lista nominal 

es mayor que los otros dos datos fundamentales: boletas extraídas de la urna 

y votación total emitida, el valor probatorio del acta disminuye en forma 
mínima, en cuanto encuentra explicación de lo que posiblemente pudo ocurrir 

en el desarrollo de la jornada electoral, consistente en que algunos electores 

pueden asistir al centro de votación, registrarse en la casilla, recibir su boleta 

y luego retirarse con ella o destruirla sin depositarla en la urna, de tal manera 

que el indicio sobre posibles irregularidades en el escrutinio resulta realmente 

insignificante”.22

También, “…cuando un solo dato esencial de las actas de escrutinio y cómputo 

se aparte de los demás, y éstos encuentren plena coincidencia y armonía 

sustancial entrelazados de distintas maneras, aunado a la inexistencia de 

manifestaciones o elementos demostrativos de que el escrutinio y cómputo 

enfrentó situaciones que pudieran poner en duda su desarrollo pacífico y 

normal, se debe considerar válido, lógica y jurídicamente, calificar la 

discordancia como un mero producto de error en la anotación y no en el acto 

electoral”.23

20 Jurisprudencia 28/2016, de rubro: “NULIDAD DE VOTACIÓN RECIBIDA EN CASILLA. 
PARA ACREDITAR EL ERROR EN EL CÓMPUTO, SE DEBEN PRECISAR LOS RUBROS 
DISCORDANTES”. Consultable en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 9, Número 19, 2016, páginas 25, 
26 y 27.
21 De acuerdo con la jurisprudencia en cita, los rubros fundamentales del acta de escrutinio y 
cómputo son aquellos que contabilizan lo siguiente: 1) total de ciudadanos que votaron, 2) 
total de boletas extraídas de la urna y 3) resultado total de la votación.
22 Véase la jurisprudencia 16/2002, de rubro: “ACTA DE ESCRUTINIO Y CÓMPUTO. SU 
VALOR PROBATORIO DISMINUYE EN PROPORCIÓN A LA IMPORTANCIA DE LOS 
DATOS DISCORDANTES O FALTANTES”. Consultable en Justicia Electoral. Revista del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 6, Año 2003, páginas 6 y 
7.
23 Véase la jurisprudencia 16/2002, citada en la nota al pie anterior.
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Además, la Sala Superior ha considerado que la falta de armonía entre algún 

rubro fundamental y otro accesorio es insuficiente para actualizar la causal de 

nulidad en estudio.24 Con mayor razón, en ese mismo pronunciamiento 

sostuvo que “los datos consistentes en boletas recibidas y boletas sobrantes, 

así como la diferencia que resulte entre ambas son intrascendentes para 

acreditar la existencia del error o dolo, esto porque para tener por actualizada 

la causal de nulidad invocada, es necesario que el error esté en alguno de los 

rubros fundamentales del acta de escrutinio y cómputo”.

Por otra parte, para considerar que la irregularidad fue determinante –segundo 

elemento de la causal en comento–, se requiere que se presente alguno de 

los escenarios siguientes:

a) Cuando se determine que la votación computada de manera irregular 

resulta igual o mayor a la diferencia de votos obtenidos por las 

candidaturas que ocuparon el primer y segundo lugar, o bien

b) Cuando en las actas de escrutinio y cómputo se adviertan alteraciones 

evidentes o ilegibilidad en los datos asentados, que no puedan ser 

inferidos o subsanados por las cantidades consignadas en el resto de 

la documentación de la casilla o de algún otro documento que obre en 

el expediente.

Finalmente, ha sido criterio de la Sala Superior25 y de esta Sala Monterrey26 

que, si se solicita la nulidad de los resultados de una casilla que fue objeto de 

recuento, alegando la falta de coincidencia entre las cifras de votos emitidos 

según el acta de escrutinio y cómputo original y algún otro rubro fundamental 

[como el de ciudadanos que votaron o boletas extraídas de la urna], aun 

cuando alguna de las cifras cuya comparación propone haya quedado 

24 Véase la sentencia recaída al expediente SUP-REC-415/2015.
25 En efecto, en el SUP-JRC-283/2017 y SUP-JRC-349/2017 y Acumulados, la Sala Superior 
también señaló que: […] el nuevo escrutinio y cómputo en la sede distrital tiene como propósito 
dar certeza a los resultados, corrigiendo discrepancias numéricas que se registraron en las 
actas de escrutinio y cómputo, de tal manera que los resultados obtenidos a través de ese 
método constituyen la nueva base numérica para formar parte del cómputo distrital, lo cual 
significa que las inconsistencias que lo motivaron quedaron solventadas y los resultados 
originales consignados en las actas de escrutinio y cómputo se sustituyeron por los nuevos de 
las constancias individuales de recuento."
26 Véase, entre otros, SM-JIN-2-2018 y SM-JIN-87/2018, SM-JIN-88/2018 y SM-JIN-180/2018 
acumulados, en los que se indicó que: […] cuando un partido solicite la nulidad de los 
resultados de una casilla que fue objeto de recuento, alegando la falta de coincidencia entre 
las cifras de votos emitidos según el acta de escrutinio y cómputo original y algún otro rubro 
fundamental [como el de ciudadanos que votaron o boletas extraídas de la urna], el agravio 
deberá calificarse como ineficaz, pues una de las cifras cuya comparación propone ha 
quedado superada, al haber sido legalmente sustituida con motivo de un nuevo escrutinio y 
cómputo, realizado posteriormente por la autoridad electoral y consignado en un documento 
diverso que, desde luego, es susceptible de impugnación por vicios propios.
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superada, al haber sido legalmente sustituida con motivo de un nuevo 
escrutinio y cómputo, realizado posteriormente por la autoridad electoral y 

consignado en un documento diverso que, también es susceptible de 
impugnación, si la parte impugnante lo hace depender de vicios propios.

 Caso concreto

El actor en esencia señala que el Tribunal Local debió estudiar la causal de 

error o dolo que invocó en relación con las casillas 101-C7 y 2189-B, porque 

sí cuestionó, por vicios propios, la subsistencia de errores aritméticos 

derivados del resultado del recuento y, por tanto, fue indebido calificar de 

inoperante su alegato.

A juicio de esta Sala Regional le asiste la razón a la parte actora, porque, 

efectivamente, el Tribunal Local debió estudiar la causal de error o dolo, 
porque la impugnante cuestionó, por vicios propios, la subsistencia de 
errores aritméticos derivados del resultado del recuento, por tanto, fue 

indebido calificar de inoperante su alegato, bajo la consideración de que las 

inconsistencias originalmente impugnadas se sustituyeron con motivo de un 

nuevo escrutinio y cómputo.

Ello, porque, efectivamente, de la demanda presentada ante el Tribunal Local 

se advierte que, al invocar la causal de error o dolo -por lo que corresponde a 

las casillas 101-C7 y 2189-B-, a diferencia de lo considerado por la 

responsable, lo hizo sobre la base sustancial de que persistían los errores 
en el nuevo escrutinio y cómputo, conforme a la tabla que anexó en su 

escrito de demanda, como a continuación se muestra:

No. 
Casilla

Tipo 
de 
Casilla

Personas 
que 
votaron

Votación 
Total

Votos 
sacados 
de la 
urna

Votación 
Primer 
Lugar

Votación 
Segundo 
Lugar

Error Diferencia 
entre 1 y 2 
lugar

101 C7 2 381 368 139 81 379 58
2189 B 0 319 319 142 81 319 61

En efecto, tiene la razón el impugnante, en el sentido de que sí señaló que los 

errores aritméticos controvertidos subsistieron después del recuento de las 

casillas, ya que, de la comparación entre las actas de escrutinio y cómputo del 

día de la elección y las constancias individuales de resultados electorales de 

casilla de punto de recuento de la elección para las diputaciones locales, 

correspondiente a las casillas 101-C7 y 2189-B se advierte que la impugnante 

se quejó, precisamente, de las inconsistencias que prevalecieron posterior al 

recuento de las mismas.
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Lo anterior, porque las inconsistencias sobre las que hizo depender el error o 
dolo en el cómputo son respecto los números consignados en la nueva acta 
levantada con motivo del recuento en sede administrativa, como se 

advierte de las actas que se muestran enseguida:

a. Actas de escrutinio y cómputo de las casillas 101-C7 y 2189-B

b. Constancias individuales de resultados electorales de casilla de punto 
de recuento de la elección para las diputaciones locales, correspondiente 
a las casillas 101-C7 y 2189-B
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En consecuencia, es evidente que, con base en esos resultados, el 
impugnante controvirtió ante el Tribunal Local la subsistencia de errores 
aritméticos derivados del resultado del recuento, a través de la tabla 

anteriormente inserta, en el que señaló las inconsistencias aritméticas.

En ese sentido, se concluye que el impugnante sí señaló los errores en el 
nuevo escrutinio y cómputo llevado a cabo ante la autoridad 
administrativa, porque, a su consideración, persisten errores en los rubros 

fundamentales, aun cuando las casillas impugnadas fueron objeto de recuento 

por parte de los grupos de trabajo y que dicha autoridad no se pronunció al 

respecto. 

En suma, aunque las cifras de votos contabilizados asentados inicialmente en 

el acta de escrutinio y cómputo original, elaborada por las y los funcionarios 

de casilla el día de la jornada, quedaron sin efecto por haberse sustituido 
con los números consignados en la nueva acta levantada con motivo del 
recuento en sede administrativa, como se indicó, es susceptible de 
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impugnarse por vicios propios, lo que sucedió en el caso, en el que el 

impugnante señaló que subsistían los errores, derivado del recuento.

Por tanto, el Tribunal Local debió realizar un análisis de los errores que 

menciona la impugnante, para saber si tiene la razón o no y, en su caso, 

establecer si las inconsistencias pueden ser corregidas o aclaradas con 

algunos otros datos o elementos que obren en el expediente, y saber si 

resultan determinantes o no para el resultado de la votación.

Similar criterio fue sostenido por esta Sala Regional en la ejecutoria dictada el 

catorce de julio, en el diverso juicio SM-JDC-661/2021, en el cual se analizó 

una temática similar a la detallada en el presente apartado.

4.3.4. El Tribunal Local sí se pronunció sobre el argumento relativo a que 
MORENA se encontraba subrepresentado, cumpliendo con el principio 
de exhaustividad previsto en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos

 Marco normativo de la exhaustividad

El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

establece el derecho que tienen todas las personas a que se les administre 

justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 

términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera completa 

e imparcial.

Dicho artículo es el origen del principio de exhaustividad en las resoluciones, 

el cual impone a los juzgadores el deber de agotar en la sentencia todos y 

cada uno de los planteamientos hechos por las partes en apoyo de sus 

pretensiones, pero para dar cumplimiento a dicha obligación no solo debe 

darse una respuesta formal, sino que debe ser profunda, explicando a sus 

destinatarios las razones que les sirvieron para adoptar una interpretación 

jurídica, acoger o desestimar un argumento de las partes o una consideración 

de las autoridades que se ocuparon antes del asunto.

 Caso concreto

El actor en esencia señala que el Tribunal Local no realizó un estudio del 

agravio relativo a la subrepresentación de MORENA, por lo que no cumplió 

con el principio de exhaustividad.
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En consideración de esta Sala Regional, no le asiste la razón al promovente, 

por lo siguiente:

Como fue precisado anteriormente, en la instancia local el hoy actor señaló 

como argumento que MORENA se encontraba subrepresentado en el 

Congreso del Estado de Nuevo León.

Al respecto, en la sentencia impugnada el Tribunal Local, determinó 

básicamente que su argumento resultaba inatendible, en atención a que 

realizar un análisis de la subrepresentación de algún partido político sin 

resolver los diversos juicios de inconformidad no era jurídicamente posible, 

habida cuenta que se impediría considerar la numeraria correcta y completa 

de votación válida para el ejercicio y asignación de curules por el principio de 

representación proporcional.

Destacando que, debido al diseño de la Ley Electoral Local, a diferencia de las 

disposiciones que en el orden federal prevén que la asignación de 

representación proporcional de diputaciones al Congreso de la Unión tendrá 

lugar resuelto el último medio de impugnación contra resultados de mayoría 

relativa, y en el caso de Nuevo León, la asignación de representación 

proporcional de diputaciones la perfila la autoridad electoral antes de que se 

resuelvan los medios de impugnación relativos a las diputaciones por el 

principio de mayoría relativa, de ahí que siguiendo la propia lógica del orden 

legal estatal, el ejercicio de asignación, puede cambiar o ser modificado con 

motivo de los recursos correspondientes que se presenten contra los 

resultados de mayoría.

Atendiendo lo expuesto, es que se tiene que el Tribunal Local, no violó el 

principio de exhaustividad, pues contrario al dicho del actor sí hubo un 

pronunciamiento en cuanto a su argumento.

Destacándose que el actor no controvierte los anteriores razones y motivos 

por los cuales el Tribunal Local concluyó que resultaba inatendible analizar el 

argumento de mérito, pues únicamente precisó en su demanda que no era 

motivo suficiente.

No se pierde de vista que el promovente señala que el Tribunal Local no 

resolvió todos los puntos de litigio, no obstante, dicho señalamiento resulta 

genérico, pues no precisa que argumento se dejó de resolver, y en su caso, 

del análisis que realiza esta Sala Regional advierte que contrario al dicho del 

actor, en el fallo impugnado sí se realizó un pronunciamiento a sus agravios, 
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sin que el hecho de que incorrectamente se haya declarado inoperante la 

causal de error o dolo en relación con las casillas 101-C7 y 2189-B, se traduzca 

en que se haya dejado de resolver, pues sí existió un pronunciamiento en 

cuanto a éste, pero su calificación es la que se estima incorrecta como fue 

precisado en el apartado que antecede. 

5. EFECTOS.

En estas circunstancias, lo procedente es modificar la sentencia emitida por 

el Tribunal Local, en lo que fue materia de impugnación, para que, en su lugar, 

emita una nueva en la que:

5.1.1. Analice y se pronuncie respecto al fondo de los planteamientos que hizo 

valer la impugnante en relación con la causal de error o dolo en el escrutinio y 

cómputo de los votos en las casillas 101-C7 y 2189-B.

5.1.2. Dicha determinación deberá emitirse en un plazo breve, considerando 

la naturaleza de la impugnación.

Una vez que la autoridad responsable cumpla con lo ordenado, deberá 

informarlo a esta Sala Regional dentro de las veinticuatro horas siguientes a 

que ello ocurra, para lo cual deberá remitir las constancias que así lo acrediten, 

primero, vía correo electrónico, a la cuenta 

cumplimientos.salamonterrey@te.gob.mx  y, posteriormente, en original o 

copia certificada por el medio más rápido.

Lo anterior con el apercibimiento que, de no dar cumplimiento a lo ordenado, 

se le podrá aplicar alguna de las medidas de apremio previstas en el artículo 

32 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral.

6. RESOLUTIVO

ÚNICO: Se modifica la sentencia impugnada para los efectos precisados.

En su oportunidad, archívese el presente expediente como asunto concluido; 

en su caso, devuélvase la documentación que en original haya exhibido la 

responsable.

NOTIFÍQUESE.

mailto:cumplimientos.salamonterrey@te.gob.mx
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Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, la Magistrada y los Magistrados 

integrantes de la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, correspondiente a la Segunda Circunscripción Electoral 

Plurinominal, ante el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas 
electrónicas certificadas, el cual tiene plena validez jurídica, de conformidad 
con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General 3/2020 de la Sala 
Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, por el que 
se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la 
Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con 
motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de 
impugnación en materia electoral.


